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			INTRODUCCIÓN

			
¿POR QUÉ ESTE LIBRO?

			Cuando estamos en crisis, nos preguntamos si las decisiones tomadas ayer fueron las correctas, cómo hemos llegado hasta aquí, en qué nos equivocamos y en qué acertamos, si aprenderemos de nuestros errores o si ha llegado el momento de dar un giro de 180 grados a nuestra existencia. Estas inquietudes personales son aplicables, también, a las sociedades cuando se enfrentan a situaciones críticas.

			Este libro parte de una tesis y obedece a un objetivo. La tesis es que la democracia surgida en 1978 está en crisis. Muchas fuerzas políticas deslegitiman la Transición que la propició. Y el debate se acrecienta en un contexto donde la pandemia del coronavirus, la crisis económica, los continuos casos de corrupción o la dinámica centrífuga introducida por los nacionalismos ponen en peligro el sistema definido por la Carta Magna. Partiendo de esta realidad, y en un momento de intensa polarización política en nuestro país, el objetivo de esta obra es ofrecer un relato histórico de la Transición con sus aciertos y errores, con sus luces y sombras; un relato fiel a los hechos que permita traslucir la complejidad de aquel proceso donde la dictadura franquista mutó en democracia.

			Si abordamos la complejidad de una época, debemos rechazar tanto su idealización como su demonización, apostando por el matiz que surge cuando exploramos las múltiples caras de la Historia. La Transición tuvo muchas caras, y diversos actores políticos compitieron entonces para sobrevivir a una época —el franquismo— agotada en sí misma y abocada a la inevitable evolución. La Transición es una historia de supervivencia política donde el presente dialogó con el pasado para esbozar futuros inciertos, que solo irían concretándose a base de pactos y en medio de serias tensiones. Porque en el tránsito de la dictadura a la democracia primó la concordia, pero también se produjeron actos violentos a izquierda y derecha del espectro político.

			Si hemos asumido la complejidad y renunciado a la propaganda, concluiremos que la Transición plantea múltiples «asignaturas pendientes» —el difícil «encaje» de los nacionalismos en la nueva democracia, por ejemplo— que todavía no hemos aprobado. Y es que aquel cambio de régimen alumbró una democracia que pronto hubo de afrontar un profundo proceso de modernización económica y no pocos desajustes políticos. Después de cuarenta años bajo un sistema dictatorial, los españoles habíamos de aprender a vivir en libertad, a pensar sin encorsetamientos, a discutir y discrepar desde el respeto a la ley. A confrontar, en fin, distintos modelos de país sin que las costuras del nuevo marco de convivencia definido tras la muerte de Franco se rompieran. Y no siempre fue fácil. La incapacidad de llegar a acuerdos de Estado entre los dos grandes partidos —PSOE y PP—; la violencia ejercida por ETA durante los años más difíciles de nuestra consolidación democrática; las tensiones producidas por unas fuerzas nacionalistas que no terminaban de sentirse a gusto en el nuevo modelo autonómico, a pesar de que lo aprovechaban para consolidarse al mando de sus respectivos «feudos»; las sucesivas crisis económicas; las movilizaciones sociales provocadas por las polémicas reformas estructurales llevadas a cabo (un ejemplo paradigmático es la reconversión industrial); el drama del paro; los continuos casos de corrupción que afectaron a la clase política… fueron factores que provocaron la crisis del sistema surgido de la Transición.

			Desde la promulgación de la Carta Magna en 1978, España ha vivido una de las etapas más prósperas y exitosas de su Historia. Creció económicamente, generó una mayoritaria clase media y un potente Estado del Bienestar y se integró en Europa, a la que por tradición cultural siempre había pertenecido. Los últimos cuarenta años de nuestra Historia han supuesto un gran salto cualitativo, pero ello no debe hacernos caer en el triunfalismo, pues la acertada gestión de la crisis por la que ahora atravesamos —acrecentada por la pandemia del coronavirus— pasa por conocer mejor de dónde venimos y cómo evolucionamos, con todas las luces y sombras de ese proceso. Venimos de una dictadura, construimos una democracia y hemos cometido errores al gestionarla; errores que la ponen hoy en peligro. En las páginas de este libro encontrará el lector la historia de esos errores, pero también de los aciertos que convivieron con ellos en una época llena de cambios profundos, impredecibles y muy rápidos.

			«La Transición en España» y «España en transición». El origen de un trascendental cambio político y las transformaciones que se dieron a partir de esa encrucijada. Estos son los dos objetos de estudio de esta obra, y estas son las dos partes en que está dividida. La primera parte —«La Transición en España»— se ocupa de la crisis del franquismo, de las alternativas políticas e ideológicas que surgieron, de la relación entre esas alternativas —pactando o luchando entre sí— y del resultado de esa interacción: un cambio de régimen donde la dictadura se desmanteló desde dentro y, a partir del pacto con la oposición moderada a esa dictadura, pudo forjarse una democracia con garantías. Los cinco capítulos que articulan esta primera parte dan cuenta de los aspectos fundamentales de todo ese proceso.

			La segunda parte narra cómo España ha cambiado desde la Transición, cómo ha evolucionado la democracia definida en nuestra Carta Magna, atendiendo a la modernización experimentada por el país, a su crecimiento económico, a la consolidación de su Estado del Bienestar y su integración en las instituciones europeas. Para, a partir del análisis de esas luces, pasar al estudio de sus sombras: la corrupción; las crisis políticas y económicas; el ataque a los discursos de concordia que legitimaron la Transición y la democracia; el surgimiento de un desencanto creciente de los ciudadanos para con su clase política, hasta enarbolar la pancarta del «no nos representan»; la emergencia de nuevas formaciones políticas a partir de ese caldo de cultivo, algunas de las cuales impugnaron el pasado transicional, y, por último, la polémica integración de los nacionalismos «centrífugos» en el nuevo Estado. El relato, en fin, del auge y crisis de una democracia surgida del complejo cambio político acaecido en España a mitad de los setenta del pasado siglo. Esta segunda parte del libro, titulada «España en transición», consta de cuatro capítulos que analizan los fenómenos anteriores.

			En un momento en que se cuestiona la Transición, el punto de partida de nuestra democracia, resulta más necesario que nunca ofrecer un relato histórico de lo sucedido. Y como la crisis actual es el motivo de esa mirada al pasado, este libro no podía quedarse en el ayer, había de trascenderlo, ir más allá y desembocar en el presente; por eso estas páginas llegan hasta nuestros días. En ellas encontrará el lector una síntesis de los últimos cuarenta años de nuestra Historia, y en toda síntesis son inevitables los someros análisis de cuestiones que, por sí mismas, merecerían un libro aparte. Pero la pretensión de esta obra no es profundizar en cada acontecimiento, sino ofrecer una perspectiva de lo sucedido en estos más de cuarenta años, desde que la dictadura mutó en democracia, contribuyendo al debate sereno sobre nuestra reciente Historia. Y esa contribución al debate se hará desde el relato de unos hechos siempre complejos, que no se sujetan a simples ni binarias interpretaciones, porque la Historia es poliédrica y solo se comprende si comparamos las muchas caras que la componen.
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			CAPÍTULO 1

			«25 AÑOS DE PAZ»
AMPLIFICACIÓN Y CONSOLIDACIÓN DE LA DICTADURA (1959-1973)

			Grandes carteles con el rostro de Franco cubren la fachada de algunos edificios oficiales. Una frase los encabeza: «25 años de paz». El régimen celebra la victoria del bando «nacional» en la Guerra Civil, la dictadura se consolida, todo parece «atado y bien atado», pero no siempre fue así… El inicio de los años cuarenta resultó muy duro. Los españoles que sobrevivieron al baño de sangre producido por aquella contienda fratricida están rotos, hambrientos, desesperados. Otros, los derrotados, emprenden el dramático camino del desarraigo y el exilio.

			Autarquía, estabilización, crecimiento

			España tardará en recuperarse de la Guerra Civil. La población española está empobrecida, el tejido productivo destrozado, el hambre asola la moral de una población sin horizontes. El régimen franquista apuesta por una política económica autárquica, influido por los sectores sociales que lo apoyan y por la familia política que, en estos años cuarenta, tiene un especial peso en el Consejo de Ministros: los falangistas. Pero esa autarquía se debe, sobre todo, al aislamiento que las potencias vencedoras en la Segunda Guerra Mundial imponen a la España de Franco.

			La situación cambiará con el inicio de la Guerra Fría, cuando el mundo se convierte en un damero de ajedrez donde Estados Unidos y la Unión Soviética pugnan, en distintas zonas del planeta, por desplegar sus peones económicos, diplomáticos, militares… El falangismo cercano a Hitler y Mussolini ya no puede ser una carta de presentación que posibilite salir del aislamiento a esta España depauperada. La visión totalitaria de la economía y la sociedad propia de los falangistas irá matizándose cuando Franco, hábilmente, vaya relegándolos a lugares secundarios dentro de sus gobiernos, para sustituirlos por los católicos desde 1945. Esta «dulcificación» del régimen de cara al exterior pronto cosechará sus frutos, y en 1953 se firman los Pactos de Madrid con el «gigante americano», mediante los cuales España obtendrá ayuda económica a cambio de permitir que en su territorio vayan instalándose bases militares estadounidenses. En plena Guerra Fría, cuando las espadas entre Washington y Moscú se hallan en todo lo alto, y la pugna por el control geoestratégico del Mediterráneo resultaba crucial, el acuerdo entre Estados Unidos y la España de Franco permitía respirar a ésta en términos económicos, mientras aquellos afianzaban el control del occidente europeo.

			Es cierto que la ayuda estadounidense a España resultaba muy inferior a la que sus aliados europeos recibieron gracias al Plan Marshall, pero permitió salir al país de la prolongada y desastrosa posguerra. A partir de 1953, España reaviva su economía lentamente, va saliendo del aislamiento e importa materias primas a las que antes no tenía acceso, así como bienes de equipo imprescindibles para reactivar su deteriorado tejido industrial.

			La incipiente industrialización y el progresivo «despertar económico» dieron lugar a un crecimiento medio anual del Producto Nacional Bruto del 7,9 % entre 1951 y 19581. Pero esa expansión se hallaba limitada porque, a medida que la economía iba creciendo, el país necesitaba más materias primas y productos intermedios que alimentaran la bonanza. Todo ello exigía un inevitable aumento de las importaciones que no se equilibraba con la débil exportación existente y la pacata ayuda estadounidense. Con una balanza exterior desequilibrada, pues los gastos eran mayores que los ingresos, a finales de la década de los cincuenta España se encontraba al borde de una suspensión de pagos exteriores, lo cual ponía en peligro el suministro de petróleo en un país cuyos recursos energéticos eran, prácticamente en su totalidad, importados.
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			Actos conmemorativos del régimen franquista de los XXV Años de Paz ©EFE/Album.

			Aprovechando la integración de España en organismos internacionales como la ONU, la OCDE o el Fondo Monetario Internacional, el gobierno tecnócrata aplicó el Plan de Estabilización en julio de 1959, un proyecto parcialmente financiado por las dos últimas instituciones arriba citadas que perseguía un desarrollo económico saneado del país, su integración en el sistema capitalista internacional, así como la estabilidad de precios para evitar serios vaivenes. La reducción del gasto público y de la oferta monetaria fue el objetivo principal del Plan en materia de política económica interior. Respecto al exterior, el proyecto pasaba por devaluar la peseta para favorecer las exportaciones, disminuir en la medida de lo posible las importaciones y apostar por la liberalización que favoreciera la inversión extranjera.

			Aunque, a corto plazo, la aplicación del Plan de Estabilización generó una leve parálisis de la actividad económica, un repunte del paro y una ligera pérdida del poder adquisitivo de los españoles, es cierto que, tras estas primeras «marejadas», sus efectos no se hicieron esperar. Así, entre 1960 y 1970, la economía española creció a un ritmo anual del 7 %, cifra solo superada por el Japón de aquellos años. Si bien este crecimiento explosivo bajaría el ritmo a mediados de los setenta —el 5 % en 1974, el 1,1 % en 1975—, lo cierto es que el Plan estaba funcionando, porque se había disipado el fantasma de la bancarrota financiera, la reserva de divisas se recuperaba y la inversión extranjera aumentaba, en relación con los años precedentes. De hecho, entre 1960 y 1972, esta inversión extranjera se multiplicó por 15, y a España llegaron capitales por valor de unos 7.000 millones de dólares, de los cuales el 40 % eran estadounidenses, el 17 % suizos, el 10 % procedía de la República Federal de Alemania y otro 10 % venía del Reino Unido de Gran Bretaña2.

			A todo este desarrollo económico contribuía un contexto internacional favorable, con un mercado en expansión, caracterizado por el descenso en los precios de las materias primas, la energía y la tecnología. Al hilo de esta prosperidad, la estructura económica de España cambió durante los años sesenta, al reducirse su sector agrícola —del 22,6 % del PIB en 1960 al 11,6 % en 1973— y aumentar el peso de la industria —del 36,6 al 38,9 %— y los servicios (del 40,8 al 49,65 %). La España eminentemente agraria que había inaugurado el siglo XX se convertía, en su último tercio, en un país progresivamente industrializado, con un sector terciario muy potente y cada vez más diversificado3.

			La «joya de la corona» del Plan de Estabilización, su herramienta dinamizadora fundamental, fue, sin duda, el turismo. A principios de la década de los sesenta llegaban a España unos 6 millones de turistas que, al iniciarse los años setenta, ya alcanzaban la cifra de 34,5 millones. Los ingresos aportados por estos visitantes, ansiosos por disfrutar de las soleadas costas de nuestro país, crecieron exponencialmente: de los 297 millones al iniciarse los sesenta a los 3.091 millones cuando terminaba la década. Con la avalancha de turistas se financió el persistente déficit comercial español, fue posible la intensa generación de empleo y, además, sectores como la construcción, el transporte y las comunicaciones experimentaron un crecimiento espectacular.

			Al mismo tiempo que llegaban turistas, miles de trabajadores españoles abandonaban su país e iniciaban una aventura más allá de nuestras fronteras en busca de mejores sueldos y condiciones de vida. Francia, Alemania y Suiza fueron los destinos más elegidos, con una salida hacia estos países de unos 100.000 emigrantes por año entre 1960 y 1972, lo que suponía alrededor del 10 % de la fuerza de trabajo española. Tal «éxodo» tuvo como consecuencia la caída del paro interior hasta la cifra ínfima de un 2 % de desempleo con respecto a la población activa durante los sesenta. La salida de trabajadores hacia el exterior supuso un descenso del paro y, a la vez, un considerable ascenso de la remesa de divisas, con unos 6.000 millones de dólares aportados por los emigrantes españoles, lo cual suponía el 12 % del total de ingresos del país4.

			Un desarrollo económico tan considerable, dado en menos de diez años, no solo cambiaría la estructura material de España, sino que pronto repercutiría en su sociedad.

			
La sociedad se transforma

			En tan solo quince años, de 1960 a 1975, la población española crece en 5 millones de personas. De los 30,43 millones de habitantes en 1960, pasamos a 33,82 en 1970 y a 34,4 millones en 1975. La disparada tasa de natalidad, fenómeno que se conocería como baby boom, explicaba este crecimiento exponencial de la población5.

			Había cambiado la estructura productiva del país y, al socaire de tal transformación, también mutaban las ocupaciones de los españoles. Mientras que en 1960 la agricultura ocupaba al 39,8 % de la población activa, en 1970 el porcentaje bajaba al 24,9. Las actividades boyantes eran la industria y, sobre todo, los servicios. La primera experimentó una subida del 28,6 % de ocupación en 1960 al 37,3 en 1970. En cuanto a los servicios, el 27 % de ocupación registrado en 1960 ascendía diez años después al 36,5 %6.

			Un trasvase así pronto se hizo notar en la intensa urbanización vivida por España en la década de los sesenta, acompañada de un considerable éxodo rural que fue dejando al campo prácticamente vacío. A principios de 1970, la mitad de los habitantes residía en las ciudades, donde aparecieron nuevos barrios de inmigración obrera en los arrabales del perímetro urbano. En estos «bosques de chabolas», así como en las «ciudades dormitorio» surgidas en la periferia urbana, florecería el movimiento vecinal, tan importante para entender la poliédrica agitación social que acompañó a la Transición española.

			En aquellos años, muchos españoles decidieron dejar el campo para buscar un mejor futuro en la ciudad, generando intensas corrientes migratorias interiores. Andalucía, Galicia, Extremadura, las dos Castillas o Murcia iban vaciándose mientras los antiguos jornaleros, pequeños propietarios y humildes ganaderos se instalaban en Barcelona, Madrid, Valencia o Vizcaya. Entre 1962 y 1975, estas cuatro provincias absorbían el 53,7 % de la emigración interior española.

			Este fenómeno produjo evidentes desequilibrios territoriales, pues las provincias receptoras se desarrollaban económicamente mientras que las emisoras languidecían, sin apenas población y mano de obra. Tanto las islas Baleares como las Canarias habrían compartido el mismo destino del campo español si el turismo no las hubiera reactivado, convirtiéndolas en focos de atracción poblacional. Los españoles empezaron a concentrarse en zonas costeras como Cataluña, el País Vasco y Valencia. En el interior, Madrid seguía atrayendo masivos contingentes poblacionales, como lo demuestra el hecho de que solo en 25 años, entre 1950 y 1975, recibiera a más de un millón de habitantes. A la altura de 1970, dos tercios de la población española habitaba en núcleos urbanos de más de 10.000 habitantes, y casi la mitad, en ciudades de más de 50.000. La concentración de la población en grandes urbes aumentaría con el tiempo, pues en 1975 la población que vivía en municipios de más de 100.000 habitantes ascendía al 38 %, y cinco ciudades españolas —Madrid, Barcelona, Valencia, Sevilla y Zaragoza— superaban ya el medio millón de habitantes. El «desierto demográfico» que acarreó esta concentración urbana pronto se experimentó en zonas como las dos Castillas o Extremadura. Ávila, Palencia, Soria, Segovia y Zamora tenían menos habitantes en 1975 que en 1900, aunque la población española había pasado de 18 millones a principios del siglo XX a casi 35 millones a mediados de los setenta7.

			El abandono del campo supuso la eliminación de un gran número de explotaciones agrarias, lo cual terminaría con la «superpoblación jornalera» que tanta agitación social produjo en el campo español durante los siglos XIX y XX. Tanto la emigración como la industrialización experimentadas en los sesenta provocaron que, durante la Transición, no tuviera que afrontrarse la siempre polémica reforma agraria, eterna asignatura pendiente de una Segunda República bamboleada por los vientos de protesta que continuamente recorrían el campo. Así pues, la agricultura tradicional iba desapareciendo irremisiblemente, mientras el sector se transformaba aprovechando la alta demanda generada por el intenso crecimiento urbano. Mayores rentabilidad y productividad empezaron a caracterizar al campo español en aquel momento, tan depauperado en otras épocas. El descenso de la mano de obra jornalera, junto con los crecientes beneficios registrados en las explotaciones, supusieron una subida del salario de los trabajadores que no habían emigrado a la ciudad. Esta recuperación, por otra parte, permitiría a los medianos y pequeños propietarios iniciar un proceso de mecanización que repercutiría favorablemente en la producción y productividad, generando un círculo virtuoso que facilitaba el aumento sostenido de los ingresos.

			Con todo, y a pesar de esta bonanza tan poco usual en el campo español de los últimos decenios, el sector agrícola seguía perdiendo peso en la estructura productiva de España, y, con él, la oligarquía terrateniente que mayoritariamente lo explotaba. Los grupos de poder que tradicionalmente apoyaron a la dictadura de Franco —entre ellos, descollando, esta oligarquía terrateniente— pasaban a un segundo plano para dejar paso a la progresiva importancia de quienes concentraban grandes capitales, poseían potentes industrias o gestionaban vastas redes comerciales. Las burguesías industriales y comerciales habían emergido con fuerza al calor del desarrollo económico, así como del cambio en la estructura material del país. A partir de ese momento sus intereses, encorsetados en una dictadura que se negará a cambiar al ritmo al que lo hace la economía y la sociedad españolas, impulsarán el cambio de régimen en sentido democrático.

			La mutación de la estructura económica y demográfica del país pronto afectó a una clase obrera que creció considerablemente a lo largo de los años sesenta. En la dura década de los cuarenta, presididos por la autarquía, el 35,5 % de la población activa española pertenecía a la clase obrera, pero el desarrollo urbano experimentado y las transformaciones arriba vistas hicieron que, en los sesenta, el 50 % de esa población activa ya perteneciera a las clases obreras. En esta dinámica se registra un fenómeno muy importante, en términos cualitativos, y es el preponderante peso de los obreros cualificados. El 74 % de la clase obrera en 1970 presenta una considerable especialización, frente a un 26 % escasamente cualificado8. Este cambio se intensificará cuando los hijos de aquellos primeros emigrantes rurales que vinieron a la ciudad a procurarse un mejor nivel de vida ganen en preparación y oportunidades, llegando incluso —lenta, pero inexorablemente— a las aulas universitarias.

			El crecimiento económico procuró la emergencia, y posterior consolidación, de unas clases medias cada vez más potentes, vinculadas a la expansión económica capitalista y progresivamente diversificadas. Aunque con alguna excepción, las «clases burguesas» que aprovechaban «las mieles» del desarrollismo franquista no se opusieron a la dictadura, sino que más bien la apoyaron, pues su política económica les proporcionaba altos beneficios y un desahogado nivel de vida. Incluso las clases «medias bajas», sin descartar a los obreros menos movilizados, parecían acomodarse a los parabienes de un «milagro económico» que arrojaba luz después de décadas caracterizadas por la escasez y la penuria.

			Objetivamente, el crecimiento económico había supuesto que buena parte de los españoles vieran mejorar su nivel de vida. La renta per cápita se había duplicado entre 1960 y 1977, como lo demostraba un nivel de ingresos que no dejaba de crecer: 290 dólares en 1955, 497 en 1964 y 2.486 dólares en 19759.

			Sin embargo, estas «luces» venían acompañadas de no pocas sombras, pues el desarraigo de la emigración, o el esfuerzo del «pluriempleo» y las «horas extras», provocaban una evidente precariedad laboral que se reflejaba en un dato muy ilustrativo: más de la mitad de la población activa en 1976 todavía trabajaba más de 46 horas semanales.

			A la vez que se producían estos «claroscuros», durante la década de los sesenta el franquismo desarrolló un incipiente Estado del Bienestar. La nueva Ley de Bases de la Seguridad Social entraba en vigor a partir de 1967, creando un sistema financiado, principalmente, con las cotizaciones de trabajadores y empresarios. Ello posibilitó que, a la altura de 1973, la sanidad pública ya cubriera al 84 % de la población, mientras que la Seguridad Social gastaba —en 1975— un 4,3 % del PIB en pensiones10.

			La mejora económica de España fue acompañada, también, por una alfabetización considerable, que llegaba al 91,2 % de la población a finales de los sesenta. Aunque en las dos primeras décadas de su existencia la dictadura no invirtió mucho en educación, dejando esta materia en manos de la Iglesia, lo cierto es que la llegada de los tecnócratas al poder cambió la situación. Al ponerse en marcha el Plan de Estabilización, los opusdeístas sabían que el desarrollo industrial previsto solo podría ser posible, y efectivo, si en él participaba una mano de obra cualificada que había de formarse bien desde el colegio hasta la universidad. Por todo ello, los recursos públicos invertidos en educación aumentaron a lo largo de la década de los sesenta, pasando del 9,6 % del presupuesto en 1963 al 17,8 % en 1975. Todos los niveles educativos experimentaron una subida importante de alumnos. Así, los 2,3 millones de niños que cursaban educación primaria en 1939 eran 4 millones en 1974, y los 260.000 alumnos de secundaria en 1963 se habían convertido en millón y medio en 1970, de los cuales la mitad eran chicas11. La participación femenina en la educación y las actividades productivas fue otro de los fenómenos sociales que acompañaron al desarrollismo, pues no conviene olvidar que la incorporación de la mujer a las aulas y a diversos trabajos le haría ganar autonomía con respecto a sus padres y maridos. El hecho de que más niñas y mujeres pudieran cursar estudios repercutía positivamente en su formación y favorecía que sus vidas pudieran alejarse de los «viejos clichés», propios de las décadas precedentes, en los que el peso de la figura masculina encorsetaba la existencia de las mujeres y les impedía su desarrollo como personas libres.

			En este contexto de transformación educativa, la Universidad también registró un considerable aumento del alumnado. Así, los poco más de 54.000 alumnos matriculados en la elitista universidad de 1950 eran 153.000 en 1967, de los cuales un 6 % eran hijos de familias obreras12. Todo ello demostraba que las nuevas y potentes clases medias estaban cada vez mejor formadas.

			Por su estructura, composición, diversificación y grado de desarrollo, la sociedad española de los sesenta estaba cada vez más próxima a sus homólogas de Europa occidental. Solo había que explorar los usos, costumbres y valores de los españoles en esta década para darse cuenta de que su distancia con las sociedades británica, francesa o alemana occidental no era muy grande. España alcanzó a lo largo de los sesenta las características propias de una sociedad de consumo de masas, como lo demuestra el hecho de que, al iniciarse la década, solo el 1 % de los hogares españoles disponía de televisión, el 4 % tenía frigorífico, el 12 % teléfono y el 19 % lavadora. Pero diez años después, el 56 % de la población ya disfrutaba de televisión en su casa, el 66 % poseía frigorífico, el 39 % disponía de teléfono y en el 52 % de los hogares ya había lavadora13.

			Entre 1960 y 1970, la equiparación de la sociedad española con las sociedades occidentales europeas quedaba demostrada al repasar algunos indicadores como la esperanza de vida (de 69 años al inicio de la década a los 73 años que se registran al final), la renta per cápita (de 1.042 a 1.904 dólares), la electrificación (del 89,3 al 97 %), la disponibilidad de agua corriente (del 45 al 87 %), la posibilidad de disfrutar de un baño o ducha propios (del 24 al 47 %) y el acceso a la calefacción (del 4,3 al 55 %)14.

			Aunque todo este salto cualitativo se observaba con más claridad en las zonas urbanas que en el campo, la desigual distribución geográfica de estos avances no impedía que las nuevas formas de sociabilidad, el cambio en las costumbres y los nuevos hábitos fueran calando irremisiblemente en todos los rincones de España, si bien con distinto ritmo. Son los años del Seat 600 como símbolo de la prosperidad económica, del pantalón vaquero y la minifalda como señas de modernidad, del pelo largo masculino, la música pop, el rock and roll y los guateques como banderas de una juventud que se decía «rebelde». Estas nuevas formas de relación social eran difundidas masivamente por la televisión, pero también por los millones de turistas que llegaban a nuestras costas y los millares de emigrantes españoles retornados, después de haber conocido «los nuevos aires» que se respiraban en Francia o la República Federal de Alemania.

			¿El crecimiento económico y su consecuente transformación social ponían en peligro la continuidad de la dictadura? O, expresado de otra manera: ¿a más clases medias, mayor probabilidad de mutación hacia la democracia? Aunque no puede establecerse una lineal relación de causa-efecto entre ambos fenómenos, lo cierto es que la dictadura franquista tiene que gestionar a finales de los sesenta una sociedad compleja, diversa y moderna, muy alejada de la pobreza extrema de los cuarenta o del nacionalcatolicismo de los cincuenta. Tal diversidad no se trasladará a unas instituciones que, sistemáticamente, se cierran a la representación y participación políticas. Esta será una de las grandes contradicciones del régimen que habrán de resolverse durante la Transición.

			Consciente de esas contradicciones, la dictadura aprueba la Ley Orgánica del Estado en 1967 siguiendo dos objetivos: el primero, consolidar la estructura de poder forjada por Franco más allá de su muerte (a través de la llamada «monarquía del 18 de julio»); y el segundo, acoplar el régimen a los vientos modernizadores y liberalizadores que se respiraban tanto en la economía como en la sociedad. Siguiendo este segundo objetivo, el franquismo introduce mínimos cambios «aperturistas» en su organigrama institucional, mediante los cuales pretende evitar que el sistema vaya pareciéndose a un lento dinosauro incapaz de adaptarse a las repentinas transformaciones producidas en su entorno. Cambios más aparentes que reales, más cosméticos que profundos para mutar, levemente, con el fin de sobrevivir.

			En la propia clase política dirigente cundía, sobre todo en la segunda mitad de los sesenta, la creciente convicción de que la dictadura no podría sobrevivir a Franco, y que sería necesario un «reacomodo», una adaptación a las nuevas realidades —nacionales e internacionales— generadas por el desarrollo económico y la modernización social.

			Poco antes de la muerte de Franco, un sondeo demostraba la considerable indiferencia por la política que existía en la sociedad española, con solo un 15 % de los encuestados «muy o bastante» interesado en los asuntos públicos, mientras que el resto lo estaba «poco o nada»15. A pesar de que el discurso legitimador del franquismo se basaba en la continua apelación a «la victoria» de 1939, los rescoldos de la guerra iban apagándose con el paso de los años y parecía existir cierto anhelo de reconciliación o, al menos, de «paso de página» con respecto a viejos rencores y enfrentamientos. La dictadura aprobó en 1969 un indulto que declaraba prescritas las responsabilidades por los actos cometidos antes del 1 de abril de 1939, probablemente para significar, con una clara estrategia propagandística, la «magnanimidad» de un régimen que celebraba ya «los treinta años de paz». Lo curioso fue que buena parte de la población aplaudía esa medida, pues, en un sondeo realizado poco después del indulto, el 77 % de los encuestados se mostraba a favor del mismo, el 6,5 % lo rechazaba y el 14,4 % prefería no pronunciarse16. Con todas las precauciones que han de tomarse al interpretar encuestas en tiempos dictatoriales, lo cierto es que la mayor parte de los españoles preferían ya una política tendente a la reconciliación que la vuelta al duro enfrentamiento17.

			Por otra parte, sí empezaba a quedar claro en la segunda mitad de los sesenta que una proporción nada desdeñable de españoles prefería un horizonte democrático para el futuro de su país. En otro sondeo, realizado en 1966, el 11 % de los encuestados prefería que «una sola persona decida por nosotros», mientras que el 35 % optaba por que «un grupo de personas decidan, elegidas por los ciudadanos». El porcentaje a favor de la opción democrática de gobierno subía considerable en 1974, con el 60 % de los ciudadanos a favor de la representación política y el 18 % prefiriendo la opción autoritaria. Un año después de la muerte de Franco, los prodemócratas ascendían ya al 78 % de los encuestados18.

			Así pues, una proporción importante de ciudadanos optaba por la democracia como el vector que debía inspirar el próximo futuro de la política española. El otro vector era, claramente, la integración en Europa. Una encuesta de 1966 ponía de manifiesto que el 33 % de los ciudadanos preguntados prefería una pronta integración en la Comunidad Europea, mientras que se mostraban contrarios un 7 % y guardaban silencio el 60 %. El año anterior a la muerte de Franco, 1974, esta misma encuesta arrojaba reveladores resultados: 74 % a favor de la entrada en Europa, 5 % en contra y 15 % optaban por no contestar19.

			Estos indicadores mostraban las dos ideas que tanto influyeron en posibilitar el consenso entre opciones políticas tan distintas (y distantes) durante la Transición. Esas dos ideas, la apuesta por la democracia y el proyecto de integrarnos en la Comunidad Europea, conformaban un proyecto de país que, con matices, era compartido por buena parte del arco político que se sentará en las Cortes constituyentes de 1977. Y cuando hay proyectos de país, cuando hay horizonte compartido, es posible llegar a acuerdos de Estado.

			Habida cuenta de los datos ofrecidos, puede concluirse que los estudios de opinión publicados a principios de los setenta revelan una mayoritaria indiferencia de la población con respecto a cuestiones políticas, si bien aquellos que deciden pronunciarse lo hacen a favor de una evolución democrática del sistema y de su integración en Europa. Esa apuesta por la democracia resulta compatible con otra preferencia que la mayor parte de los encuestados ponen de manifiesto: el mantenimiento de la paz y el orden ante cualquier cambio institucional. La sombra de la guerra era muy alargada aún, y el recuerdo de los fusilamientos, las torturas, el silencio y el exilio pesaba demasiado en la memoria colectiva de unos españoles que querían democracia, sí, pero no a costa de nuevas convulsiones que rompieran la prosperidad económica disfrutada y la pacífica convivencia entre los ciudadanos. Esta mayoritaria preferencia de la población es uno de los factores que explica por qué la ruptura y el continuismo no se impusieron en la lucha política abierta tras la muerte de Franco, y, por el contrario, sí lo hicieron las opciones reformistas y aquellas otras que desde la oposición —«la ruptura pactada»— asumieron la compatibilidad de la libertad y la democracia con el mantenimiento de la paz y el orden. Quizá estas coordenadas ayudan a entender por qué el cambio de régimen se produjo «de la ley a la ley», según la original fórmula de Torcuato Fernández Miranda, aunque hubiera momentos en los que la sangre derramada por los extremos pudo abortar ese proyecto.

			Aquellos grandes carteles que cubrían la fachada de algunos edificios en las calles españolas, celebrando los «25 años de paz conseguidos por el régimen», olvidaban que aquella «paz» era más bien «victoria» de unos españoles sobre otros. Y que ningún proyecto de país puede basarse en el exterminio —físico, moral y político— de una mitad de la población (los vencidos) por la otra (los vencedores). Ignorar que tras esa «paz» engañosa palpitaban graves desajustes suponía abonar al régimen a una segura desaparición, porque ninguna especie puede sobrevivir de espaldas a su entorno. La dictadura afronta la década de los setenta inmersa en un entorno socioeconómico cada vez más moderno, cuyo dinamismo no se refleja en una estructura política cerrada a cualquier cambio de calado, convertida ya en fortaleza aparentemente inexpugnable. Pero los gruesos muros del búnker pronto se resquebrajarán. El barco del franquismo —viento en popa a toda vela, así parecía en los sesenta— ya tiene vías de agua y, lo que es más grave para él, se intuye «rebelión a bordo».
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			CAPÍTULO 2

			
«LA TIERRA TIEMBLA BAJO NUESTROS PIES»
LOS DESAJUSTES DEL FRANQUISMO (1973-1975)

			Aún no son las diez de la mañana del 20 de diciembre de 1973 cuando el vicepresidente del Gobierno, Torcuato Fernández Miranda, da a Franco la noticia: «el presidente Carrero ha muerto como consecuencia de un atentado terrorista». «Miranda —responde el dictador—, la tierra tiembla bajo nuestros pies»20. 

			No era solo una metáfora sobre la inestabilidad política que el magnicidio generaba, sino que describía bien el pequeño terremoto percibido por los vecinos de la calle Claudio Coello de Madrid cuando, a las 9,30 de la mañana, la explosión de tres cargas antitanque bajo el pavimento había hecho temblar los cimientos de sus casas. La brutal deflagración asesinaba, casi en el acto, al presidente del Gobierno, el almirante Luis Carrero Blanco, y a sus dos escoltas. La tierra temblaba, el régimen también.

			
Crisis económica y anacronismo político

			La subida de los precios del petróleo en 1973 produjo una crisis internacional que afectó, especialmente, a los países con mayor dependencia energética, como era el caso de España. El encarecimiento del crudo pronto repercutió en el descenso de las exportaciones españolas, el recorte en la inversión extranjera, el desplome de los ingresos procedentes del turismo y el cese de la emigración. Este último factor contrajo la entrada de divisas y supuso un retorno de trabajadores emigrados que, de vuelta a su país de origen, difícilmente podían conseguir trabajo ante la pésima coyuntura existente, lo cual produjo un aumento del paro desde 1973. A nivel macroeconómico, la balanza de pagos española registraba un preocupante déficit y la inflación superaba la tasa del 17 % en 1974, cuando la media en la OCDE se situaba alrededor del 3 %21.

			La superación de la crisis era posible a partir de medidas impopulares como la moderación del crecimiento salarial, pero en unos momentos en que el nivel de ingresos de los españoles comenzaba a bajar, el paro resultaba galopante y la inflación crecía, esas medidas habrían estrangulado a la emergente clase media surgida con el desarrollismo. Y todo ello, además, en una coyuntura política muy delicada para el régimen, con Franco octogenario y enfermo, enfrentado a una oposición cada vez más organizada tanto dentro como fuera del país. El remedio a la crisis podría ser, pensó la oligarquía gobernante, peor que la enfermedad, así que se optó por la estrategia del avestruz, dando hilo a la cometa de la subvención pública para que el bolsillo de los ciudadanos no mermara a corto plazo. El gobierno decidió subvencionar el consumo privado de energía, para que no subieran excesivamente las facturas de la luz y el gas, lo cual derivó en un consumo creciente de energía entre 1974 y 1975, justo en los años en que los precios del petróleo eran más altos. El Estado se desangraba, en términos financieros, y dentro del régimen empezaban a escucharse voces que consideraban la necesidad de abrir la estructura política y buscar grandes consensos para salvar tanto la crisis terminal de la dictadura como el marasmo económico en que se hallaba el país. Si el crecimiento del PIB se cifraba en un 7,8 % durante 1973, el año 1974 arrojaba un crecimiento del 5,7 %, descendiendo al 1,1 % en 197522. La economía española se ralentizaba, camino de la recesión.

			[image: ]

			Atentado contra el almirante Luis Carrero Blanco, el 20 de diciembre de 1973 ©EFE/Album.

			Para una dictadura que había basado una parte de su legitimidad en el éxito de su política económica durante los sesenta, la quiebra de la bonanza material ponía en peligro esa credibilidad y abría grietas dentro del régimen. No es casualidad que las tres transiciones dadas en el sur de Europa entre 1974 y 1975 —Portugal, Grecia, España— fueran precedidas de la crisis económica internacional de 1973, lo cual dibuja una tendencia probable, aunque no necesaria: los cambios de régimen tienen como antesala una importante crisis económica, y suelen producirse en el contexto de profundos desajustes materiales.

			A corto plazo, sin embargo, no parecía que la crisis desatada en 1973 abriera una seria brecha política en la dictadura, pues en las encuestas realizadas entre 1973 y 1975 la mayoría de ciudadanos afirmaba que las dificultades experimentadas se debían más al contexto internacional que a los posibles errores cometidos por la clase política dirigente. Aunque, como la lluvia fina, el malestar por la difícil situación económica acabará calando, y volviéndose contra el propio régimen, lo cierto es que las medidas para paliar las inmediatas consecuencias de la debacle material —esa subvención de la energía, esa ausencia en la moderación salarial— impidieron el masivo malestar inmediato. «Patada a seguir», parecía ser la consigna de unos gobernantes que enmascaraban la delicada situación presente fiándola a su gestión futura. Esto explicará que durante la Transición, cuando el régimen dictatorial va mutando en otro democrático, se anteponga la gestión política dirigida a desmantelar la colapsada dictadura de Franco al tratamiento contundente de una sangría económica imparable. Antes que dar solución a las altas tasas de inflación y al incontenible desempleo, los gobiernos de Suárez buscarán cómo transformar la dictadura en democracia de manera progresiva, sin sobresaltos, contando con los sectores posibilistas de la oposición y evitando graves estallidos de violencia procedentes de los extremos. Solo los Pactos de la Moncloa, como se verá más adelante, intentarán encauzar la situación a nivel económico y político.

			A la altura de principios de los setenta había pocas dudas de que la dictadura estaba enferma, como su fundador, pues muchos frentes la acorralan: su anacronismo; la creciente conflictividad social; la progresiva organización de las fuerzas opositoras; el abandono de instituciones hasta entonces aliadas a ella, como la Iglesia; el aislamiento internacional; la debilidad física de un dictador, cada vez más retirado a un segundo plano, que había servido como clave de bóveda para mantener «prietas las filas» de un régimen esencialmente personalista; el surgimiento de un posibilismo dentro de la dictadura que abogará por la apertura democrática; la indiferencia, cuando no la pérdida de apoyo, de una población que ya no está bajo el control férreo de la dictadura y que acabará reivindicando, entre pancartas y manifestaciones, «libertad, amnistía y estatuto de autonomía».

			La modernización económica y la transformación social experimentadas en los años sesenta chocaban con una estructura política anquilosada, cerrada a la participación y representación políticas. El régimen era incapaz de adaptarse a ese entorno cada vez más diverso, y no solo no daba cauce a la pluralidad política existente, sino que la impedía. Así pues, la mutación era imperativo de supervivencia, una mutación en sentido democrático, pues resultaba inviable un régimen anclado en los «sacrosantos principios del 18 de julio».

			En 1975, un sondeo nacional sobre simpatías políticas reflejaba que el 17 % de los encuestados se inclinaban hacia postulados socialistas, el 16 % preferían la democracia cristiana, el 6 % se declaraban monárquicos, el 5 % se situaban cerca de Falange, el 4 % eran partidarios de la continuidad del «Movimiento» y el 3 % se inclinaban hacia el regionalismo23. Más allá de los porcentajes, poco indicadores y anecdóticos, lo interesante de las respuestas registradas por este sondeo era la variada gama de colores con los que, política e ideológicamente, se identificaban los españoles. Ya no estábamos en la uniforme España nacionalcatólica. El país había hecho en los años sesenta una suerte de transición económica, social y cultural que, sin embargo, no se trasladaba a nivel político e institucional. Y la Transición será eso: una operación de «ingeniería política» dirigida a desmontar la anacrónica dictadura de Franco para reemplazarla por un sistema democrático parlamentario, de corte liberal, homologable a los existentes en el occidente europeo en aquellos años, con representación y participación de la ciudadanía en las instituciones, división y contrapeso de poderes. Por las propias condiciones sociales y económicas del país, así como por la correlación de fuerzas existente, tal reemplazo fue gradual, no traumático, pero real, y la dictadura franquista fue mutando progresivamente en monarquía parlamentaria.

			El choque entre un entorno dinámico y un sistema político cerrado a ese dinamismo pronto generará una conflictividad creciente en la calle, la fábrica, la universidad… y hasta dentro de algunas instituciones que, tradicionalmente, sirvieron de soporte a la dictadura, como la Iglesia.

			
La movilización obrera

			El crecimiento económico experimentado en los años sesenta abrió la expectativa de revisar, al alza, los salarios, habida cuenta de las mayores cotas de rentabilidad y productividad registradas en las empresas. Por otra parte, la proporción de obreros en la población activa había subido considerablemente, dada la industrialización del país desarrollada a partir del Plan de Estabilización, por lo que los obreros crecían en número, cualificación y organización, empezando a reivindicar unas mejores condiciones de vida y trabajo.

			La Ley de Convenios Colectivos de 1958 introdujo en el sindicalismo vertical estructuras electivas —enlaces y «vocales-jurados» obreros— que dieron lugar a una movilización más pragmática, respetuosa con las formas democráticas y, desde luego, alejada del antiguo sindicalismo maximalista y revolucionario. Ello no impidió el auge de una movilización que arrancó en 1962, con una huelga minera en Asturias que se prolongó durante los meses de abril y mayo. A partir de ese momento, las huelgas fueron en aumento, llegando a 1600 conflictos, medio millón de obreros en huelga y más de 8 millones de horas perdidas en 1970. Las cifras crecieron en 1975, con alrededor de 3.150 conflictos, más de 600.000 obreros en huelga y 14 millones de horas perdidas. Barcelona, Madrid, Vizcaya, Asturias y Guipúzcoa eran las zonas más industrializadas y con mayor tradición sindical, razón por la cual se concentró en ellas el 60 % de toda esta conflictividad24. Aunque sus motivaciones básicas fueron de orden salarial y laboral, la dura represión del régimen acabó politizando las protestas de unos obreros incapaces de hacer valer sus derechos ante la férrea dictadura. Una y otra vez el régimen se negaba a legalizar los derechos de huelga, manifestación y libre asociación sindical, optando por una represión intensa que no impidió la progresiva organización de los trabajadores.

			A lo largo de los años sesenta, los conflictos laborales dieron lugar a la emergencia espontánea de asambleas de obreros que, a su vez, elegían «comisiones de trabajadores» para tratar los asuntos con la empresa concernida. El movimiento se expandió e intensificó y, ya en 1962, se formaron las primeras comisiones de ámbito supraempresarial en Asturias, Vizcaya, Barcelona y Madrid. En 1967, las Comisiones Obreras celebraban su primera asamblea nacional, en la que participaron obreros con diversa inspiración ideológica, desde falangistas disidentes hasta comunistas, pasando por socialistas y católicos. Aunque el Partido Comunista de España, la fuerza política mejor organizada de la oposición al franquismo, no veía con buenos ojos la proliferación de estas comisiones obreras, acabó asumiendo su éxito y se sumó con entusiasmo a ellas, abandonando así su inicial proyecto de crear un sindicato propio (la Oposición Sindical Obrera). Las elecciones sindicales de 1966 supusieron un punto de inflexión en la corta (pero intensa) historia de Comisiones Obreras, pues el triunfo de sus candidaturas dio lugar a su ilegalización en 1967. Declaradas por el Tribunal Supremo como una «organización filial del Partido Comunista», las Comisiones Obreras sufrieron una intensa represión que desembocó en la detención de sus principales dirigentes en 1972. Arrancaba así el proceso 1001, cuyo juicio comenzó el mismo día que mataron al presidente Carrero Blanco en pleno centro de Madrid, el 20 de diciembre de 1973. Aquel proceso ponía en peligro la libertad sindical, fue criticado por la prensa extranjera y suponía, en realidad, uno de los últimos «coletazos represivos» de un régimen incapaz de responder eficazmente a los desafíos sociales y políticos que le asediaban25.

			El movimiento iniciado por las «comisiones obreras» posibilitó la aparición, en 1960, de la Unión Sindical Obrera (USO), formada por líderes católicos y socialistas independientes. Al principio de su andadura, USO y Comisiones Obreras colaboraron, pero la creciente influencia del Partido Comunista de España (PCE) en la dirección de éstas distanció a USO, que iniciaría a partir de 1967 una evolución en solitario. La represión del régimen sobre USO no fue tan intensa como la sufrida por CCOO, principalmente por las relaciones que la primera organización mantenía con la Iglesia, habida cuenta de que en su seno había líderes de origen católico. Esta relación fluida con la Iglesia protegía a USO de las medidas represivas adoptadas por la dictadura contra la organización del movimiento obrero.

			Por su parte, la Confederación Nacional de Trabajadores (CNT) y la Unión General de Trabajadores (UGT) no quisieron participar en los cauces de la Organización Sindical del régimen, acusando a quienes sí lo hacían —Comisiones Obreras y USO— de colaboracionismo inasumible. Este rechazo al «entrismo» y la dura represión sufrida restaron influencia a UGT en los años sesenta y casi provocaron la práctica desaparición de la CNT.

			Ante la creciente movilización obrera de principios de los setenta, a la dictadura no le tembló el pulso y, en vez de posibilitar la apertura de cauces de negociación con los huelguistas para mitigar los conflictos, optó por una dura represión que se tradujo en el brutal empleo de la fuerza e, incluso, en la militarización de algunos servicios como el metro de Madrid en 1970. Los duros enfrentamientos de los obreros con las fuerzas del orden público se saldaron, entre 1969 y 1974, con la muerte de once trabajadores como consecuencia de la represión policial. Ni existían vías legales para mitigar la conflictividad obrera, dada la sistemática negativa del régimen a este respecto, ni había una auténtica apuesta por el pacto con unos obreros cada vez más politizados. Todo ello evidenciaba la incapacidad de la Organización Sindical del régimen para regular, y mitigar, la conflictividad laboral. El insuficiente decreto-ley tendente a regular el derecho de huelga, aprobado por el gobierno en mayo de 1975, empeoró la situación, pues sus elevadas restricciones impedían encauzar eficazmente la protesta existente. Tal fue el rechazo, y la inutilidad del decreto-ley de marras, que poco después de su aprobación dimitiría el ministro de Trabajo, Licinio de la Fuente.

			Este fracaso de la dictadura a la hora de aplacar la ola de movilizaciones y huelgas ponía de manifiesto su desfase con respecto a las realidades socioeconómicas del país. Además, la intensa protesta obrera registrada a principios de los setenta se basaba en una organización cada vez más articulada, que se demostraría en las elecciones sindicales de 1975, cuando la clara victoria de Comisiones Obreras supuso un serio varapalo para la dictadura. Había ganado el sindicato vinculado al PCE, la fuerza política más potente de la oposición al franquismo. Por mucha represión que existiera, la «tempestad» contra el régimen era imparable.

			
La oposición a la dictadura

			Mientras la movilización social crecía, la oposición antifranquista iba organizándose progresivamente, si bien no lograba forjar un frente unido contra la dictadura. Pese a su heterogeneidad ideológica —no todas las fuerzas de la oposición abogaban por un tránsito a la democracia liberal— y a su relativa debilidad numérica, la actividad de la oposición intensificó la crisis de la dictadura, aunque no pudo derribarla.

			El Partido Comunista de España era la fuerza más importante de la oposición contra el franquismo. Desde 1956 postulaba una reconciliación nacional que pudiera sacar a la formación del intenso aislamiento sufrido. Santiago Carrillo llegará a la secretaría general del partido en 1960 y nueve años después propone el «pacto por la libertad» para gestionar la crisis terminal de la dictadura a la que, claramente, habría de enfrentarse España. La postura del PCE consistía en abogar por una alianza antifranquista en la que participaran múltiples clases sociales y distintas inspiraciones ideológicas, pues los comunistas insistían en que solo un frente unido podría derribar al régimen26. Ello evidenciaba que, a pesar de su solidez, el PCE no tenía suficiente fuerza como para derribar a Franco, ni siquiera acompañado por otras formaciones de la oposición.

			Antes de iniciarse la Transición, el PCE abogaría por la integración de España en las Comunidades Europeas y sugería la necesidad de aceptar la democracia representativa —«liberal y burguesa»— como puente hacia el futuro y anhelado socialismo. Esta postura posibilista, formulada en el «eurocomunismo», pronto le distanciaría de la Unión Soviética. Poco antes de morir Franco, el proyecto del PCE consistía en provocar, tras el fallecimiento del dictador, una intensa movilización social que desembocaría en una «Huelga Nacional Pacífica», cuyo previsible éxito —según los comunistas— paralizaría la actividad económica y provocaría la caída del régimen. En ese instante, el partido de Carrillo propondría la formación de un gobierno provisional cuyo papel sería convocar elecciones a Cortes constituyentes, así como un referéndum sobre la forma del Estado. Se trataba de la «ruptura democrática» formulada por Carrillo, a partir de la cual habría que levantar un nuevo edificio institucional republicano que restablecería los Estatutos de Autonomía catalán, vasco y gallego interrumpidos durante la Segunda República por la sublevación del 36. Iba más allá el PCE: el reconocimiento de la autonomía sería la antesala de la autodeterminación, un derecho que correspondería a las «naciones que componen España» y cuyo ejercicio —pensaba el PCE— unificaría de manera más sólida el conjunto de pueblos y naciones que componen «la gran familia española».

			El «pacto por la libertad» esgrimido en 1969 inspiró la Junta Democrática de 1974, un intento de unificar a la oposición bajo la coordinación del PCE que no fraguó, pues muchas fuerzas prefirieron quedar fuera del nuevo organismo que surgía. Por otra parte, la moderación demostrada por el PCE antes y durante la Transición propició la emergencia de fuerzas radicales de extrema izquierda, en desacuerdo con la actitud posibilista del partido que lideraba Carrillo. Aunque durante los últimos años del franquismo estas opciones radicales tuvieron cierta presencia, la mayoría de ellas no sobrevivieron a la Transición. Entre esas organizaciones de extrema izquierda se hallaba el Movimiento Comunista de España (MC), nacido en 1976 a partir de la unión de grupúsculos maoístas. Otro de estos grupos de extrema izquierda era la Organización Revolucionaria de Trabajadores (ORT), surgida en 1969 desde los círculos católicos más radicales de las Vanguardias Obreras. También entre estas organizaciones de izquierda se hallaría el PCE internacional, conocido después como el Partido del Trabajo de España, y surgido en 1967 a partir de una escisión maoísta del PSUC.

			Las escisiones a partir del «tronco común» comunista serían frecuentes y en 1963, a partir de una división producida dentro del PCE y protagonizada por militantes prochinos, se creó el Partido Comunista de España marxista-leninista. De este grupo surgiría en 1971 el Frente Revolucionario Antifascista y Patriótico (FRAP), que pronto apostó por el uso de la violencia. Así, en 1973, el FRAP asesinaría a un policía y en el verano de 1975 mataría a otros dos más, lo cual acarrearía la detención, y posterior condena a muerte, de tres de sus militantes.

			El FRAP no fue la única fuerza de la izquierda radical que apostó por la violencia en su lucha contra la dictadura. El mismo camino siguió el Partido Comunista «reconstituido», fuerza que surgió de la Organización Marxista Leninista de España (OMLE). La OMLE había nacido en Bélgica en 1968 y su radicalización dio lugar a que el Partido Comunista «reconstituido» acabara creando los Grupos de Resistencia Antifascista Primero de Octubre (GRAPO), cuyo nombre fue tomado de la fecha en que iniciaron sus atentados. En represalia por los fusilamientos de tres terroristas del FRAP y dos de ETA acaecidos en septiembre de 1975, los GRAPO asesinarían el primero de octubre de ese año a cuatro policías, iniciando así el camino de sangre que iba a caracterizar su historia.

			Dentro de las formaciones de izquierda que no apostaban por la violencia en su lucha contra la dictadura se hallaba el Partido Socialista Obrero Español (PSOE), duramente perseguido durante la posguerra y cuya dirección se había trasladado a Francia en 1955. El radical anticomunismo del PSOE y la negativa de UGT a participar en el «entrismo» por el que había optado CCOO dieron lugar a una anodina existencia de los socialistas en el exilio, al borde mismo de la desaparición. Pero mientras que fuera de España los socialistas se diluían en la bruma de la distancia, en el interior surgían nuevos grupos de militantes con un discurso renovador que pronto sintonizó con los elementos más dinámicos del exilio.

			Los renovadores comenzaron a tomar el poder en el partido a partir del XXV Congreso del PSOE, celebrado en Toulouse en 1972. Aquel cónclave socialista elegiría una ejecutiva en la que los militantes del interior tuvieron más peso que los exiliados, lo cual provocó un enfrentamiento entre los renovadores y los partidarios del secretario general, Rodolfo Llopis. La organización se fracturó a partir de ese momento, y los renovadores acabaron trasladando la dirección del partido a España tras el Congreso de Suresnes, celebrado en 1974, donde el nuevo presidente electo de la ejecutiva era Felipe González, un joven y desconocido abogado sevillano. La suerte estaba echada para los partidarios de Llopis, porque antes de Suresnes ya se había decantado la Internacional Socialista por el sector renovador, obligando a Rodolfo Llopis a crear, con los «restos del naufragio» de sus fieles, un partido propio que se llamaría PSOE (histórico).

			Desde que tomaron el control del PSOE, los renovadores procuraron diferenciarse de la moderación discursiva que caracterizaba tanto al PCE como al partido de Llopis. Así, radicalizaron sus propuestas, negando la reconciliación nacional y estableciendo como única vía para la consecución de la democracia la aplicación inexorable de una justicia que, matizaban, no podía convertirse en revancha. Pero las soflamas discursivas se complementaban también con un pragmatismo evidente, pues el PSOE «renovado» compartía con el PCE la defensa de la «ruptura democrática» que tenía en la celebración de elecciones libres y la inicial asunción de las «reglas de juego liberales» sus principales señas de identidad, según habían sido definidas por los comunistas27. Eso sí, los socialistas no aludían en ese tránsito de régimen previsto tras la muerte de Franco a un referéndum sobre la forma monárquica del Estado, pues tenían muy clara su defensa de una «República de las Nacionalidades que integran el Estado español». En este aspecto, coincidían con el PCE al defender la autodeterminación para esas «nacionalidades ibéricas» que componían España. Por último, una sustancial diferencia táctica del PSOE con respecto al PCE estribaba en que los socialistas no veían viable la «Huelga Nacional Pacífica» propuesta por los comunistas. Conscientes de la fortaleza de una dictadura que, aunque asediada, se resistía a desaparecer, los renovadores del PSOE proponían conquistar «parcelas de libertad» sin recurrir a unas movilizaciones poco eficaces y difícilmente sostenibles en el tiempo.

			Precisamente para diferenciarse del PCE, rechazando subordinarse al potente partido de Carrillo, el PSOE impulsó en 1975 la Plataforma de Convergencia Democrática, otro organismo opositor al régimen que pretendía dotar de unidad a las fuerzas antifranquistas. El choque con la Junta Democrática liderada por los comunistas era evidente. La Plataforma contó con el apoyo de fuerzas de la oposición moderada, como la Izquierda Democrática de Joaquín Ruiz-Giménez, la Unión Social Demócrata de Dionisio Ridruejo o el Consejo Consultivo Vasco, compuesto por el PNV y su sindicato ELA-STV. Junta y Plataforma traducían el pulso por el liderazgo que empezaba a librarse, siquiera soterradamente, dentro de la oposición a la dictadura. El «Goliat» comunista y el «David» socialista pugnaban por ser la fuerza adalid de la lucha contra Franco, aunque aquél partiera de posiciones avanzadas en esa carrera, pues su organización interna, su papel como impulsor básico de las movilizaciones sociales contra el régimen, su apuesta por el «entrismo» como estrategia para desmantelar, desde dentro, la estructura sindical del franquismo y su larga travesía por el desierto del exilio lo auparan como principal fuerza opositora en los albores de la Transición. Algo, sin embargo, compartían Junta y Plataforma: ambas se sabían incapaces de derribar, por sí mismas, a la dictadura. Estaban condenadas a entenderse si querían vencer al enemigo común.

			Por su parte, el régimen mostró cierta permisividad hacia las actividades opositoras del PSOE con el fin de horadar al potente PCE. Eso explica por qué González cruzaba la frontera con relativa facilidad poco antes de la muerte de Franco, y también ayudaba a entender el hecho de que, a partir de 1973, los socialistas encarcelados fueran una excepción y, cuando se producía alguna detención, ésta solía resolverse con multas. Además, la dictadura era muy sensible a la presión internacional, razón por la cual el presidente Arias Navarro restituyó a Felipe González su pasaporte, en julio de 1975, a instancias del canciller socialdemócrata Helmut Schmidt.

			En el ámbito de la izquierda socialdemócrata surgiría, en 1968, el Partido Socialista Popular (PSP), liderado por el profesor Enrique Tierno Galván, al frente de un círculo de intelectuales y profesionales de diferente procedencia. Todos ellos coincidían con Tierno en abogar por un tránsito a la democracia cuya meta era definir para España una república, si bien desde el PSP se abría la puerta a la monarquía parlamentaria si ello permitía la auténtica superación del franquismo, aspecto éste que le diferenciaba del PSOE renovado. Otra diferencia con los socialistas de González era que Tierno impulsaba la colaboración con el PCE y CCOO, al considerar que solo un gran frente opositor podía luchar eficazmente contra la continuidad del régimen franquista.

			Ya en el ámbito del «centro-derecha» existía una oposición «alegal», implícitamente tolerada por la dictadura —o, al menos, no perseguida con la dureza aplicada al PCE—, que presentaba una escasa organización interna, aunque se hallaba bien relacionada con gobiernos y partidos políticos europeos. Entre estos grupos se encontraban la Federación Popular Democrática, nacida en 1974 de la mano del fundador de la antigua CEDA, el democristiano José María Gil Robles; la Izquierda Demócrata Cristiana, liderada desde 1969 por el exministro franquista Ruiz-Giménez, fundador de la importante revista Cuadernos para el Diálogo, o, de inspiración socialdemócrata, el Partido Socialista de Acción Democrática, creado en 1958 por el exfalangista Dionisio Ridruejo, cuya muerte en 1975 provocaría una crisis dentro de la organización que, a la postre, la haría desaparecer.

			No todos estos pequeños grupos pertenecientes a la esfera liberal, democristiana o a la socialdemocracia estaban liderados por figuras vinculadas al franquismo, pues existían formaciones cuyos fundadores nada habían tenido que ver con la dictadura, como el Partido Demócrata Popular de Ignacio Camuñas, el Partido Liberal de Enrique Laroque o la Federación de Partidos Demócratas y Liberales de Joaquín Garrigues Walker. Con todo, eran tan pequeñas estas organizaciones, que el propio Garrigues Walker utilizaba la expresión «partidos taxi» para referirse a ellas, pues sus militantes cabían, con holgura incluso, en un coche.

			Tanto los grupúsculos liberales como los democristianos, sin descartar a algunos de inspiración socialdemócrata y a los monárquicos que giraban en torno a las prestigiosas figuras de Joaquín Satústregui o José María Gil Robles (tan cercano a don Juan), cumplieron un papel fundamental durante la Transición, a pesar de su debilidad. Y es que estas pequeñas formaciones conectaron a los reformistas del franquismo con la oposición ilegal, más perseguida, liderada principalmente por el PCE. Sin esa labor de fluida conexión, probablemente los acuerdos que fraguaron el cambio de régimen no se hubieran llevado a cabo.

			Con todo, resultaba evidente que, a la altura de 1975, existían en España partidos políticos no legales aunque organizados, liderados por figuras prestigiosas que eran conocidas por sectores relativamente amplios de la población; figuras que, además, solían mantener una relación fluida con sus homólogos europeos, lo cual daba una dimensión internacional importante a estas fuerzas opositoras. En marzo de 1976 el antifranquismo logrará articular un frente común contra la dictadura que unificaría a la Junta Democrática y a la Plataforma de Convergencia. Nacía así la Coordinación Democrática, conocida popularmente como «Platajunta», impulsada por una movilización social en ascenso. Aunque esta oposición, cada vez más organizada y unida, logró detener el continuismo de la dictadura, no logró derribarla, pues no debe olvidarse que su implantación social era débil, dado que solo una minoría de la población participaba en ella. La dura y eficaz represión diezmaba, sin tregua, al antifranquismo, pues tan solo entre 1969 y 1974 se registraron 17 muertes como consecuencia de las actuaciones de las fuerzas y cuerpos de seguridad del Estado contra estas organizaciones opositoras28.

			La estrategia rupturista que buena parte de la oposición adoptó en sus inicios, así como la radical crítica al capitalismo que las fuerzas izquierdistas proclamaban, inhibieron también el apoyo de unas clases medias que huían de cualquier enfrentamiento al permanecer en su memoria, aún, los desastres sufridos en el 36. Por otra parte, el hecho de que España ya fuera una sociedad de consumo de masas, homologable a las europeas occidentales de aquel momento, hacía que calara poco ese discurso radical, anticapitalista, defendido por la izquierda. No había, pues, mimbres para movilizar masivamente a la población contra la dictadura, aunque sí para hacerlo en aquellos sectores —la clase obrera, los universitarios— que sufrían en primera persona la ausencia de libertades.

			
Universidad, barrios, mujeres… contra Franco

			La Universidad española de mediados de los setenta se había masificado, en buena parte por la llegada de los hijos de la clase obrera a las aulas de la educación superior. Las 12 universidades que existían en el país durante los años cuarenta y cincuenta ya eran 23 en 1975; y los 150.000 universitarios de 1969 se habían convertido en 400.000 al iniciarse el curso 1974-1975. No solo el alumnado cambiaba de extracción social y resultaba más numeroso, sino que también surgían nuevas figuras de profesores universitarios que, por formación, edad y condición, se hallaban más cercanos a los jóvenes que recibían sus clases. En el año 1970, tan solo el 20 % de los profesores universitarios eran funcionarios por oposición, entre estas figuras se encontraban catedráticos, agregados y adjuntos. El restante 80 % de la plantilla lo engrosaban estos jóvenes profesores «no numerarios», conocidos popularmente como «penenes», normalmente cómplices de una movilización estudiantil con la que compartían esas ansias de cambio político y libertad29.

			Los jóvenes que no habían vivido la Guerra Civil se sentían ajenos a las inspiraciones ideológicas y los planteamientos políticos de una dictadura hostil a sus intereses. El régimen había perdido el apoyo de la juventud a principios de los setenta, y es que la mayoría de los jóvenes se mostraba afín a la democracia, simpatizante incluso con los planteamientos marxistas radicalmente prohibidos en España. Una encuesta del Instituto de Opinión Pública de 1975, realizada en Madrid, Barcelona y Sevilla, afirmaba que el 64 % de los estudiantes universitarios estaba de acuerdo con un cambio político en sentido democrático, homologable al occidente europeo, el 28 % prefería una evolución gradual hacia la democracia y tan solo el 2 % optaba por mantener las «actuales estructuras políticas»30. Estaba claro: los jóvenes no comulgaban con los principios ideológicos y los planteamientos políticos de la gerontocracia —Carrero, Arias, Franco— instalada en el «puente de mando» de la dictadura.

			Ese choque inspiró una intensa movilización estudiantil que fue respondida por el régimen con la dura represión, como la que se registró en Madrid durante el año 1965. Sanciones, expulsiones, detenciones, torturas, cierres de facultades y universidades, actuación de grupos de extrema derecha tolerados —cuando no alentados— desde el propio gobierno fueron algunos de los fenómenos registrados en esta universidad española que caminaba hacia la democracia. Toda esta ola represiva no pudo con el potente Sindicato Democrático de Estudiantes (SDEU), que mostró su fortaleza manteniendo el pulso de la movilización cuando más arreciaba la represión del régimen. A finales de los sesenta, la Universidad empezaba a convertirse en un problema para la dictadura, un frente abierto alimentado desde la oposición. Por eso el Ministerio de Educación creó una unidad militar especializada contra «la subversión» que se infiltraría en las aulas para informar de cabecillas, actividades programadas y proyectos políticos contra la dictadura. De esa unidad nacería el Servicio Especial, convertido más tarde en Servicio Central de Documentación de la Presidencia del Gobierno (SECED), bajo las órdenes del almirante Luis Carrero Blanco.

			La protesta universitaria sirvió de acicate para que otros colectivos —abogados laboralistas, actores de teatro— participaran también en la lucha contra el franquismo. Al calor de toda esta movilización surgiría un fenómeno importante: las asociaciones vecinales, creadas a partir de 196431. Amparándose en la recién estrenada Ley de Asociaciones, el movimiento vecinal fue fruto de la agitación política existente, pero también de las pésimas condiciones materiales en las que se hallaban los barrios periféricos de las grandes ciudades, sin alcantarillado, con un suministro de agua mejorable, una pobre iluminación, sin asfalto en las calles, donde apenas llegaba el transporte público y con difícil acceso a las escuelas y centros universitarios. Estas asociaciones vecinales se convirtieron en espacios de libertad donde los activistas de la oposición política —militaran o no en los partidos existentes— empezaron a ensayar la toma democrática de decisiones, a través de asambleas abiertas donde se discutían proyectos, actividades y reivindicaciones. De la protesta por la mejora de las condiciones materiales de los barrios, propia de los años sesenta, pasamos al replanteamiento de la propia lógica urbana a principios de los setenta, lo cual demuestra la progresiva organización del movimiento vecinal, así como su madurez e importancia en el panorama de la oposición política contra el régimen. Sin embargo, a medida que fue avanzando la Transición, muchas de las reivindicaciones materiales del movimiento fueron satisfechas, buena parte de sus activistas ingresarían en las filas de los partidos políticos que pugnaban por el poder y las asambleas empezaron a quedarse desiertas cuando arreciaron las campañas electorales. Desde que la izquierda comenzara a controlar el poder municipal, a principios de los ochenta, la protesta sería desactivada y los partidos acabarían fagocitando al movimiento vecinal.

			Junto a la movilización obrera, la protesta estudiantil y el asociacionismo vecinal, otros movimientos sociales como el feminista, el ecologista, el pacifista o el homosexual también estuvieron presentes en la lucha contra la dictadura32. Éstos últimos madurarían en organización y presencia a lo largo de los años ochenta, si bien el feminismo había logrado generar, a principios de los setenta, un Movimiento Democrático de Mujeres conformado por diversas generaciones de madres y esposas cuyos familiares habían sido encarcelados por la dictadura. Aprovechando la celebración, a nivel mundial, del año de la mujer en 1975, se organizaron en Madrid las I Jornadas de la Liberación de la Mujer, continuadas en Barcelona con las Jornades Catalanes de la Dona en mayo de 197633. El destacado reflejo que tuvieron ambos encuentros en los medios de comunicación visibilizó las reivindicaciones del movimiento feminista durante la Transición: exigencia de libertades y derechos básicos, como el aborto y el divorcio. Las grandes manifestaciones organizadas por estos movimientos feministas en julio de 1977 y mayo de 1978 probablemente influyeron en los actores del cambio político, pues no conviene olvidar que durante la negociación de los Pactos de la Moncloa ya se tomó la decisión de derogar los artículos referidos al adulterio en el Código Penal, modificando también todos aquellos que castigaban la propaganda de métodos anticonceptivos.

			Las mujeres, los obreros, los estudiantes, diversos colectivos profesionales, el mundo de la cultura encarnaban una coral protesta contra la dictadura. Esa protesta era alimentada por una oposición política que, pese a su diversidad interna, era consciente de que solo la unidad la haría fuerte. La tormenta contra el franquismo era cada vez más intensa. Y resultará dramática para Franco cuando un pilar fundamental del régimen, la Iglesia, también empiece a tambalearse.

			
El conflicto con la Iglesia

			La influencia del Concilio Vaticano II, celebrado entre los años 1962 y 1965, el pontificado de Juan XXIII y las corrientes renovadoras existentes dentro del catolicismo a mediados de los sesenta provocaron un distanciamiento progresivo de la Iglesia con respecto a la dictadura de Franco. A todo ello había que añadir un cambio generacional dentro de la Iglesia española, donde la mayor parte de los sacerdotes se repartían entre dos bloques: menores de cuarenta años y mayores de sesenta. Y en medio, una delgada cohorte generacional dentro de una Iglesia que sufría un acelerado proceso de secularización, pues los 8.200 seminaristas existentes en 1963 se habían convertido en 2.700 al iniciarse 1972. Las ordenaciones sacerdotales no tardarían en caer: de las 6.800 en 1965 se pasó a menos de 300 en 1972. Mientras, crecía el número de sacerdotes que abandonaban su ministerio: 167 en 1963 y 3.700 en 197034.

			Los cambios generacionales acaecidos en la Iglesia española no tardaron en trasladarse a su jerarquía, que fue renovándose progresivamente a lo largo de los años sesenta. Muchos jóvenes sacerdotes fueron nombrados obispos por una Iglesia que no tenía que negociar con el régimen tales decisiones, pues el derecho de presentación fijado en el Concordato no afectaba a los obispos auxiliares. Esta transformación produjo un descenso en el porcentaje de los obispos mayores de 60 años. Así, del 65 % registrado en 1966 pasamos al 40 % dado en 197335. Tanto Luigi Dadaglio como Vicente Enrique y Tarancón favorecieron ese importante cambio. El primero, como nuncio del Vaticano en Madrid, desde 1967; y el segundo, como presidente de la Conferencia Episcopal Española desde 1971.

			La apuesta de la jerarquía católica española por una transición hacia la democracia, y el consiguiente conflicto con la dictadura, provocaba en ésta una seria crisis de legitimidad que la debilitaba inevitablemente, pues sobre la Iglesia había edificado Franco buena parte de su propio poder. Se había erigido en su salvador durante la Guerra Civil —«la Cruzada», recuérdese—, la había colmado de parabienes, entregándole la educación, y además era un ferviente católico, para el que los conflictos con el papa le suponían gran inquietud y quebranto moral.

			Esa toma de postura, prodemocrática, por un sector importante de la Iglesia española pronto desencadenaría conflictos con el régimen. El primero de ellos fue protagonizado por 339 sacerdotes vascos que, en mayo de 1961, firmaron una carta donde criticaban a sus obispos por colaborar con un régimen que «reprime las características étnicas, lingüísticas y sociales» del País Vasco. Tres años después, en 1964, el abad de Montserrat, Aureli Escarré, tendrá que exiliarse como consecuencia de un artículo publicado en Le Monde donde denunciaba la falta de libertades en España36.

			Más allá de estos casos concretos, a lo largo de los sesenta numerosos sacerdotes van a participar en los movimientos nacionalistas contra la dictadura. De hecho, una parte del clero joven acabará alentando, y encubriendo, las actividades de la banda terrorista ETA en el País Vasco. Ello explica que la V Asamblea de ETA, celebrada en 1966, tuviera lugar en dos enclaves eclesiásticos: la casa rural de Gaztelu y la residencia veraniega de los jesuitas en Guetaria. Alarmado por esta deriva, el régimen comenzó a detener a los sacerdotes implicados en las actividades de ETA, acusándolos de colaboración con banda armada, y acabó construyendo en Zamora una «cárcel concordataria». Aquel presidio de clérigos suponía toda una contradicción para un régimen católico confeso que tenía más sacerdotes presos en sus cárceles que en todas las europeas, incluyendo las del Este37.

			Las tensiones con la Iglesia vasca eran continuas. Así, ante la detención en diciembre de 1969 del vicario general de la diócesis de Bilbao y otros seis sacerdotes, acusados de colaboración con ETA, el obispo de Bilbao, José María Cirarda, publicó una pastoral donde condenaba la violencia «venga de donde venga». El desconcierto de la dictadura ante la actitud del clero vasco se tradujo en un enfado creciente ante «el blindaje de las sotanas» que proporcionaban a los «díscolos» sacerdotes la Conferencia Episcopal Española y el propio papa Pablo VI.

			El choque más tenso entre dictadura e Iglesia se produjo cuando, en febrero de 1974, se leyó en la mayoría de las parroquias de la diócesis de Bilbao una homilía escrita por el obispo Antonio Añoveros. En ella, monseñor Añoveros defendía la especificidad y los derechos culturales de los vascos, en medio de una retórica moderada y ambigua. Pero el régimen quiso dar «un golpe sobre la mesa» para cortar, cuanto antes, esta actitud de una Iglesia desde la que se escuchaban cada vez más voces contra Franco38. Sometió al obispo a un arresto domiciliario que provocó en la Conferencia Episcopal Española un duro comunicado en el que, veladamente, amenazaba a Franco con la excomunión si el régimen no cejaba en su empeño de presionar a Añoveros para que abandonara España. Mientras, el obispo se mantenía firme, apoyado por Tarancón, recordando a los jerarcas del régimen que solo el papa tenía potestad para desalojarlo de su sede. Asediado por una movilización social en ascenso, y consciente de la progresiva unidad que iba alcanzando la oposición política, la dictadura no quiso abrir un nuevo frente y por eso decidió rebajar la tensión con la Iglesia, dejando pasar «el asunto Añoveros». La herida, sin embargo, había quedado abierta.

			Además, la Iglesia siguió participando en la creciente organización que estaba produciéndose en la oposición política durante los años sesenta y setenta, como lo demuestra el surgimiento de la Hermandad Obrera de Acción Católica (HOAC), la Vanguardia Obrera Católica (VOC) y las Juventudes Obreras Católicas (JOC), compuestas por seglares y jóvenes sacerdotes. La actividad de estos grupos influyó en el nacimiento de sindicatos como CCOO y USO, así como en el surgimiento de otras organizaciones de oposición al franquismo como el Frente de Liberación Popular (FLP). Ello explica el apoyo de sacerdotes y seglares a la movilización obrera, ofreciendo centros religiosos como puntos de reunión para llevar a cabo asambleas y otros actos reivindicativos39. Estos «curas rojos» estaban lejos del nacionalcatolicismo propugnado por el régimen durante los años cincuenta, y se hallaban más próximos de una jerarquía eclesiástica visiblemente incómoda dentro de la dictadura franquista.

			En una encuesta realizada en 1970 entre el clero regular, donde éste manifestaba distintas inclinaciones ideológicas y políticas, solo un 11 % de los 15.000 sacerdotes encuestados se mostraba a favor de la «situación política española actual», y alrededor del 2,4 % era partidario de Falange. Por el contrario, el 24,8 % decía simpatizar con el socialismo, el 21,7 % con la «monarquía tradicional o constitucional», el 12,6 % con «movimientos obreros», el 6 % prefería la república, el 4,9 % abogaba por la «autonomía regional», el 0,6 % se mostraba cercano al comunismo y el 0,4 % comulgaba con el anarquismo40. Tal pluralidad en la base de la Iglesia española se tradujo en la distancia de la institución con respecto a una dictadura que no abría cauces para que esa pluralidad, también instalada en la sociedad, pudiera manifestarse. El alejamiento entre régimen e Iglesia se demostraría con claridad en septiembre de 1971, cuando Tarancón convocó una Asamblea Conjunta de Obispos y Sacerdotes. En aquel cónclave se aprobó, por 137 votos a favor y 78 en contra, una moción donde la Iglesia «pedía perdón» por no haber servido «como verdaderos ministros de reconciliación» entre españoles tras «una guerra entre hermanos». También en esta asamblea se aprobaría una declaración sobre «la independencia y la sana colaboración entre la Iglesia y el Estado», lo cual ponía en peligro el propio Concordato41.

			Una «puñalada por la espalda». Así interpretaba Franco esta actitud de la Iglesia. Los obispos clamaban, ahora, por la reconciliación en el seno de una dictadura que fijaba en la Victoria «del bando nacional sobre la anti-España» su legitimidad y razón de ser. Y es que esta actitud de la Iglesia incurría en una flagrante contradicción: criticaba al régimen que la mantenía, pues los sacerdotes seguían cobrando del Estado franquista. Por eso, esta Asamblea Conjunta de 1971 acordó exigir a las autoridades que el clero se financiara con aportaciones globales a la Iglesia, en vez de con los pagos nominales que hasta ese momento se realizaban, y que podían llegar a confundir a los curas con auténticos empleados públicos.

			Después de «haberla salvado de las hordas rojas republicanas», aun habiendo justificado la guerra como una Cruzada, a pesar de haberle concedido el control de la educación y la cultura, Franco observaba, atónito, cómo la Iglesia se volvía contra él. Ante esta actitud de la jerarquía eclesiástica, tanto el dictador como su hombre de confianza, Carrero Blanco —dos fervientes católicos—, se hallaban a la vez dolidos y profundamente contrariados. Por sus convicciones religiosas y porque la apertura de más frentes en una delicada coyuntura, en la que el régimen se jugaba la supervivencia, iba a desestabilizar aún más la situación, tanto Franco como Carrero decidieron reconducir el conflicto con la Iglesia evitando enfrentamientos públicos y limando, en «petit comité», las asperezas que pudieran surgir con la jerarquía católica.

			Pero en vez de transitar esa senda de conciliación con el franquismo, la Conferencia Episcopal Española rechazó la mano tendida del régimen, abogando con claridad por un cambio democrático en España. En 1973, la Conferencia Episcopal emitiría una declaración titulada «La Iglesia y la comunidad política» donde defendía el pluralismo ideológico, el respeto a los derechos humanos y la necesaria separación entre Iglesia y Estado. A favor de esa declaración votaron 59 obispos, y 20 se opusieron, ante la perplejidad de una dictadura que veía cómo se quebraba uno de sus pilares simbólicos fundamentales.

			La extrema derecha pronto reaccionó a esta actitud de los obispos situando a Tarancón en el blanco de todas sus críticas, como se demostró durante el tenso trayecto que condujo al asesinado presidente Carrero Blanco hacia el cementerio en diciembre de 1973. «Tarancón al paredón» coreaban los nostálgicos de un espíritu, el del 18 de julio, que parecía diluirse sin remedio entre la bruma de aquella fría mañana. La apuesta de la Iglesia española por la democracia era firme, y no cambiaría de rumbo. Las principales líneas de su «rosa de los vientos» fueron trazadas por el propio Tarancón el 27 de noviembre de 1975, durante su homilía en la misa de Espíritu Santo celebrada con motivo de la coronación de Juan Carlos I como rey de España. Ante un régimen preso en sus propias contradicciones, herido de muerte, pero que se resistía a desaparecer, el presidente de la Conferencia Episcopal Española aconsejó a don Juan Carlos apoyar «gobiernos al servicio de la comunidad» que respetaran «los derechos de la persona» y buscaran una «justa distribución de la riqueza», la «participación política» y el «ejercicio de las libertades»42. Una apuesta clara, en definitiva, por la democratización del país.

			
La oposición de los nacionalismos

			Las manifestaciones nacionalistas en el País Vasco y Cataluña fueron duramente perseguidas por la dictadura, lo que provocó la simpatía y solidaridad del resto de la oposición antifranquista, que apoyó a las fuerzas nacionalistas e identificó la «defensa de España» con el franquismo.

			Durante los años sesenta y setenta, los nacionalismos catalán y vasco, llamados «periféricos», tuvieron una motivación principalmente cultural y no tanto económica. Los grandes industriales y financieros vascos gozaron de notables privilegios durante el franquismo, cuya política proteccionista indujo a que estos grandes empresarios residentes en el País Vasco mostraran un españolismo más intenso, incluso, que sus homólogos en el resto del país. También Cataluña fue beneficiada por la política económica del régimen, sobre todo durante el desarrollismo, pues en aquel territorio se instalaron potentes industrias —como la automovilística— que podrían haber ido a parar a otras provincias. Barcelona, Álava, Vizcaya y Guipúzcoa se hallaban entre las cinco provincias más prósperas de España en el año 1975, y la presencia de vascos en la clase política que gobernaba la dictadura fue considerable, muy por encima de los catalanes.

			La dictadura había privado a Cataluña del autogobierno conseguido con el Estatuto de 1932 y buscó diluir su especificidad cultural, pero la sociedad civil y la Iglesia lucharon por evitar la consecución de los objetivos franquistas, creando movimientos y asociaciones que perseguían la conservación de la lengua catalana —he aquí un importante «caballo de batalla»— como signo de identidad cultural a preservar. En el año 1954, un joven abogado llamado Jordi Pujol fundaría Crist-Catalunya para defender la identidad cultural catalana, organizando actos reivindicativos que acabarían llevándole a la cárcel. Durante una función en el Palau de la Música, que tuvo lugar en 1960, los seguidores de Pujol repartieron octavillas antifranquistas y entonaron el «Cant de la Senyera» en presencia de varios ministros. La reacción del régimen no se hizo esperar: detuvo a Pujol, lo torturó y condenó a 7 años de cárcel, de los cuales cumpliría dos y medio43. La consigna de Pujol, «fer país», abogaba por la «defensa de la lengua y la cultura de la nación catalana», aunque no olvidaba la reivindicación económica, al considerar que la dictadura perjudicaba a Cataluña. Si bien hay que reconocer que la inversión del gobierno en las infraestructuras catalanas no fue proporcional al peso de la región en la economía del país, tampoco debe olvidarse que el desarrollismo franquista favoreció económicamente a Cataluña, convertida durante los años sesenta en punta de lanza del progreso industrial y turístico español.

			La prosperidad económica catalana atrajo a numerosos emigrantes, procedentes de todo el país, lo cual generó la emergencia de dos comunidades en Cataluña, diferenciadas por el uso del catalán como «lengua materna». El Partit Socialista Unificat de Catalunya (PSUC), representante de las ideas comunistas, había dibujado en 1965 un proyecto que pasaba por la integración de la población inmigrante a través del aprendizaje y utilización del catalán, «la lengua nacional». Consideraba el PSUC que el uso generalizado de esa «lengua nacional» proporcionaría la unidad de la clase obrera —«autóctona e inmigrante»—, tan necesaria para derribar a la dictadura. Lo cierto es que muchos obreros inmigrantes sí se integraron en los movimientos sociales que, organizados por los nacionalistas y la izquierda, proliferaron en Cataluña durante los últimos años del régimen, pero tal activismo se debió más a su anhelo de libertad que a su identificación con los postulados identitarios defendidos por los nacionalistas catalanes.

			La hegemonía del PSUC en el ámbito de la izquierda catalana fue clave para lograr la unidad de la oposición en este territorio. A ello contribuyó la participación del Moviment Socialista de Catalunya (MSC), coordinándose con el PSUC para procurar esa ansiada unidad. El Pacto por la Libertad que defendía el PSUC comenzó a cristalizar en la Assemblea de Catalunya, un movimiento cívico que perseguía el ejercicio de las libertades políticas, la amnistía general, el restablecimiento provisional del Estatuto de 1932 como vía para alcanzar la autodeterminación y la coordinación con «otros pueblos peninsulares» en la lucha contra la dictadura. La persecución del régimen a esta Assemblea de Catalunya no se hizo esperar, pero las numerosas detenciones efectuadas entre sus miembros no frenaron la expansión del catalanismo entre la sociedad44.

			En el ámbito de la izquierda catalana se estaban produciendo cambios justo antes de morir Franco. Era incontestable el predominio del PSUC, y esa hegemonía se consolidó cuando, en 1974, el MSC se dividió en dos grupos como consecuencia de la renovación producida en el PSOE. El primero de esos grupos se coaligó en torno a Joan Reventós, que lideró el Reagrupament Socialista i Democràtic y abogó por la colaboración con el PSUC. El segundo grupo surgió en torno a la alternativa de Josep Pallach, creador de la Convèrgencia Socialista, cercana a la oposición moderada «alegal»45.

			Por su parte, el terreno de juego nacionalista empezaba a ser definido por la Convergència Democràtica, creada por Jordi Pujol en 1974, a la que se uniría la Esquerra Democràtica de Ramón Trías Fargas en 1975. Mientras Franco agonizaba, surgiría a finales del 75 el Consell de Forçes Politiques de Catalunya, una nueva plataforma de partidos de inspiración nacionalista. El frente de la oposición al franquismo era vasto, y diverso, en Cataluña.

			En el País Vasco la situación será distinta. La industrialización experimentada en este territorio durante los años cincuenta y sesenta, su intenso proceso de urbanización y la considerable llegada de inmigrantes redujeron la utilización del euskera a su mínima expresión, tan solo localizado en apartadas zonas rurales. La burguesía industrial vasca usaba el castellano, y también lo hacía el 80 % de la población, habida cuenta de la dificultad que entrañaba el aprendizaje del euskera.

			Con todo, el nacionalismo vasco no se había diluido, aunque sí parecía experimentar un proceso de hibernación durante las primeras dos décadas de la dictadura. El Partido Nacionalista Vasco, representante de ese nacionalismo, había volcado sus esfuerzos en mantener vivo el gobierno vasco en el exilio, descuidando la movilización en el interior, lo cual era especialmente criticado por los jóvenes nacionalistas, que precisaban un paso más: «pasar a la acción». Un grupo de estudiantes procedentes de la Universidad de Deusto, llamado Ekin, se fusionará en 1959 con algunos sectores de EGI, la rama juvenil del PNV, dando lugar a la formación de Euskadi Ta Askatuta (ETA). Los militantes de ETA eran radicales nacionalistas que luchaban por la independencia de un País Vasco «sometido al yugo español y francés». Inspirada en las guerrillas tercermundistas que habían visto la luz durante el proceso de descolonización acaecido tras la Segunda Guerra Mundial, ETA decidió en su V Asamblea, celebrada entre 1966 y 1967, apostar por la «lucha armada», declarando la guerra al Estado español e iniciando la estrategia de «acción-represión-acción»46. Así, los planes de ETA pasaban por desencadenar una serie de atentados que darían lugar a la dura represión del franquismo, la cual acabaría siendo utilizada para legitimar nuevas acciones terroristas y captar apoyos.

			ETA inauguró su trayectoria sangrienta en 1968, cuando murieron en un tiroteo un militante de la banda y un policía tras el atraco a un banco. En agosto de ese año se produciría el asesinato del comisario Melitón Manzanas, el primer atentado previamente planificado por la banda, que dio lugar a la declaración del estado de excepción en Guipúzcoa y a la detención de más de 600 personas en medio de una intensa represión policial.

			La dictadura combatió con dureza la actividad de ETA. Casi dos mil personas —concretamente 1.953— fueron detenidas durante 1969 como consecuencia de la actividad etarra en el País Vasco, de las cuales 890 fueron maltratadas, 510 torturadas, 93 juzgadas por el Tribunal de Orden Público y 53 en Consejo de Guerra47. En 1970 fueron detenidos 16 hombres acusados de militar en ETA, 12 de los cuales estaban imputados por el asesinato del comisario Manzanas. Los acusados fueron juzgados en un Consejo de Guerra que quiso servir de escarmiento para cortar la creciente actividad violenta de ETA. Se trataba del «Juicio de Burgos», que alcanzaría pronto un gran eco mediático porque durante su instrucción ya empezó a recibir grandes críticas internacionales y la protesta de los obispos vascos, apoyados por la Conferencia Episcopal Española. La exigencia de garantías procesales para los acusados, así como continuas peticiones de clemencia, llegaban desde los púlpitos y las cancillerías extranjeras, pero la dictadura no solo no cedió sino que, lejos de escuchar tales peticiones, aumentó la represión, declarando un nuevo estado de excepción que duraría seis meses. Esta dura actitud del gobierno franquista alimentó al nacionalismo vasco, despertando así a un movimiento latente, y poco presente, durante los años cuarenta y cincuenta.

			El Tribunal del «Juicio de Burgos» acabó dictando una dura sentencia: seis condenas a muerte y, para el resto de acusados, 518 años de cárcel. La represión franquista se intensificaba, sirviendo así a la estrategia de ETA, que seguía preparando y ejecutando nuevos atentados. Ante tal escalada, y para intentar rebajar una tensión que iba en aumento, Franco comunicaría durante el discurso de fin de año de 1970 su decisión de perdonar la vida a los condenados a muerte en el juicio de Burgos. Este «ejercicio del derecho de gracia» sirvió para que el dictador se diera un baño de masas en la Plaza de Oriente, pero no disipó la tensión acumulada y, ni mucho menos, mitigó el conflicto que ya se había declarado en el País Vasco.

			La constatación de que los atentados de ETA no iban a detenerse tras el juicio de Burgos llegó el 20 de diciembre de 1973, cuando el presidente del Gobierno, almirante Luis Carrero Blanco, fue asesinado en pleno centro de Madrid. Tres cargas antitanque fueron activadas cuando su coche transitaba por la calle Claudio Coello, camino de su despacho en Castellana 3. La gran explosión producida por la detonación de las cargas hizo volar al vehículo oficial del presidente, depositándolo en una cornisa del patio interior de la iglesia de los jesuitas, donde Carrero había asistido a misa minutos antes. Los etarras que perpetraron el atentado habían alquilado hacía unos meses un semisótano en la calle Claudio Coello, desde el que cavaron un túnel hasta el centro de la calzada donde depositaron las bombas, conectadas con un dispositivo eléctrico que ese día hicieron estallar. Para simular el ruido provocado por la construcción del túnel, los terroristas explicaron a los vecinos que se dedicaban a la escultura y se hallaban enfrascados en la realización de una de sus obras.

			El asesinato de Carrero demostró la capacidad logística de ETA y la escasa pericia de unos servicios secretos españoles que fueron incapaces de detectar la «obra de ingeniería» que, en pleno centro de Madrid, habían desarrollado los terroristas durante meses. El hecho de que muy cerca de donde se produjo el atentado se hallara la Embajada de los Estados Unidos, donde días antes del magnicidio el propio Carrero se había reunido con el secretario de Estado norteamericano, Henry Kissinger, reforzó esta imagen de inoperancia de unos servicios secretos españoles incapaces de detectar una amenaza terrorista tan próxima al vigilado edificio donde Carrero y Kissinger habían estado departiendo sobre las relaciones hispano-estadounidenses. Esta sorprendente negligencia, unida al hecho de que Arias Navarro, a la sazón ministro de Gobernación del país y, por tanto, responsable de su seguridad, fuera nombrado poco después sucesor del presidente Carrero, dio lugar a todo tipo de rumores que deslizaban una posible conspiración, desde las propias filas franquistas, para frustrar los planes de Carrero —cercano al Opus Dei y convencido monárquico— de cara a un futuro franquismo sin Franco donde el príncipe Juan Carlos sería el nuevo jefe del Estado. Por otra parte, el hecho de que los terroristas utilizaran en la deflagración cargas antitanque, un explosivo militar, también dio pábulo a la teoría de que los servicios secretos norteamericanos podrían haber colaborado en el magnicidio para asegurar el apoyo del gobierno al mantenimiento de las bases estadounidenses en suelo español48. Pero Carrero no era un obstáculo en ese sentido, y tampoco ha podido demostrarse fehacientemente la existencia de una conspiración dentro del régimen contra el almirante, por mucho que entre las propias familias políticas dentro del franquismo hubiera recelos en un momento especialmente tenso, en el que la crisis a la que se enfrentaba el régimen ponía en riesgo su supervivencia.

			Aunque hubiera dosis de verdad en estas hipótesis, y los organizadores del atentado contra Carrero no pertenecieran a la banda terrorista ETA, todas ellas asumen que el brazo ejecutor de la operación correspondió a los etarras. También la oposición al régimen lo entendió así, pues entre sus filas se oyeron voces críticas con la banda terrorista por haber hecho coincidir el magnicidio con el inicio del «proceso 1001», el juicio contra los líderes sindicales de Comisiones Obreras en el que la oposición pretendía, como ocurrió con el juicio de Burgos, airear la falta de libertades y garantías jurídicas existentes en la dictadura.

			Cuando sí se fracturó el apoyo de la oposición a esos «luchadores por la libertad» que, para muchos partidos y líderes opositores, eran los etarras fue el 13 de septiembre de 1974. Ese día, ETA hizo estallar una bomba en una cafetería situada en la calle del Correo de Madrid, a la que muchos policías iban a desayunar al hallarse cerca de la Dirección General de Seguridad, localizada en la Puerta del Sol. Once personas murieron en ese atentado indiscriminado que, además de la condena de una parte considerable de la oposición, provocó poco después la escisión de la propia ETA en dos ramas: la político-militar, que apostaba por combinar el uso de la violencia con movilizaciones de masas, y la militar, exclusivamente centrada en lo que los terroristas denominaban «la lucha armada».

			Ante la ola de violencia desatada, la dictadura reaccionó con un nuevo estado de excepción y la aprobación de un decreto-ley antiterrorista que facilitaba los juicios sumarísimos y la condena a muerte de quienes incurrieran en tales delitos de sangre. Ese decreto-ley fue aplicado en septiembre de 1975 para fusilar a dos terroristas de ETA y tres del FRAP. En esta ocasión, Franco no tuvo piedad y, a pesar de la condena internacional y de la presión recibida por el Vaticano para que fuera clemente con los condenados, mantuvo las condenas. Los condenados serían fusilados al amanecer del 27 de septiembre de 1975.

			La ola de sangre ya se había desatado en los últimos años de la dictadura, pero durante la Transición y la democracia no se detuvo. ETA intensificó su lucha violenta por la independencia del País Vasco. En las postrimerías del régimen, los etarras eran considerados luchadores por la libertad y levantaron simpatías entre numerosos sectores de la sociedad vasca. Había funcionado la estrategia «acción-represión-acción», pues el régimen respondía violentamente a los atentados, desatando una ola de represión que muchas veces afectó a personas no relacionadas directamente con las actividades de la banda. Ello generó una clara oposición a la dictadura entre muchos habitantes del País Vasco, así como una identificación creciente con el discurso nacionalista defendido por ETA. Tanto la oposición de izquierdas como el PNV consideraban a la banda terrorista como necesaria en la lucha contra el franquismo y compartía con ella algunos fines, aunque no todos los medios. No obstante, desde la oposición se justificaba «la lucha armada» contra un régimen que impedía el ejercicio de las libertades y los derechos políticos.

			No hay duda de que ETA debilitó al régimen, pues el uso de la dura represión por parte del franquismo restó al Estado presencia y legitimidad en el País Vasco, intensificando los sentimientos identitarios potenciados desde el nacionalismo. Un serio conflicto se había enquistado en aquellas tierras. La identificación de España con la dictadura empezó a funcionar como un bucle tan bien engrasado que ni siquiera durante la democracia pudo romperse con claridad. La complicidad del PNV con ETA fue más allá de la Transición y se prolongó, en no pocas ocasiones, durante la democracia. Y la izquierda más radical tampoco rompió lazos con el mundo abertzale, a pesar de que éste siguió defendiendo el uso de medios violentos para conseguir sus fines políticos —la independencia del País Vasco— en plena democracia.

			Ante tal cúmulo de desajustes, y con la violencia desatada por la espiral «acción-represión-acción», la dictadura franquista actúa en sus últimos años «como un jabalí rodeado de alanos»49. Sus violentas dentelladas despedirán a un dictador cada vez más enfermo.

			
Un régimen acorralado y aislado

			Las riendas de la dictadura pertenecerán, tras la muerte de Carrero, a la camarilla más cercana a Franco. En sus últimos años de vida, el régimen se vuelve más violento y represor, pues muchos son los frentes abiertos: desde la movilización obrera hasta las protestas estudiantiles, desde la Iglesia que apuesta por la democracia hasta los «nacionalismos periféricos» que rompen la idea de la uniforme España defendida por el régimen. Habían fallado las previsiones de Carrero Blanco, quien consideraba que la prosperidad consolidaría la dictadura por la vía de los hechos. Una doble legitimidad operaba, según los planes de la clase política dictatorial: la legitimidad simbólica basada en la «Victoria» franquista durante la Guerra Civil y la «legitimidad de ejercicio» que bebía de la prosperidad económica conseguida a lo largo de los sesenta. El dicho y el hecho, la coherencia entre teoría y praxis política: así pretendía justificarse la prolongación del régimen hacia otros «25 años de paz». Pero el plan no funcionó, porque la modernización y prosperidad económica se tradujeron en unas clases medias abiertas a Europa, ansiosas de libertades democráticas, espoleadas por una oposición que empezaba a organizarse contra la dictadura. Tal desajuste entre sistema político y entorno socioeconómico se intensificará cuando estalle la crisis energética de 1973 y las expectativas materiales vayan tornándose en frustraciones.

			Los dos últimos años de vida del dictador estarán caracterizados por una oleada considerable de movilizaciones laborales y políticas, en medio de una crisis económica galopante, una parálisis institucional evidente y una represión tan intensa como ineficaz. Los 931 conflictos laborales de 1973 se habían convertido en 3.200 durante 1975. Entre esos mismos años, los 357.000 huelguistas habían ascendido a 647.000, y el número de horas de trabajo perdidas pasaban de 8 a 14 millones50.

			Ahora no solo los sectores más combativos, entre los que se encontraban los obreros metalúrgicos, los mineros y la construcción, se echaban a la calle. En las postrimerías del régimen, otros profesionales cualificados, como los empleados de banca, los médicos de la sanidad pública, los maestros, profesores de bachillerato o los actores de teatro, protestarán contra la dictadura, realizando paros donde reivindican libertades básicas y derechos fundamentales. Una parte de la clase media, en fin, también se volvía contra el régimen en un momento en que la crisis económica arreciaba, con disparados niveles de inflación y preocupante déficit en la balanza de pagos. La movilización estudiantil se recrudecerá, tanto como los atentados terroristas perpetrados por ETA, FRAP y GRAPO. Incluso en el Ejército las aguas no estarán tranquilas, pues el régimen detecta una organización de militares que, aunque nutrida por oficiales de rango medio y minoritaria, postula la democratización del sistema. Es la Unión Militar Democrática, UMD, rápidamente desarticulada después de haber detenido y encarcelado a sus cabecillas.

			Pese a esta creciente movilización social, y a tantas contradicciones internas, la dictadura aún se mantiene en pie porque no debe olvidarse la pasividad de amplios sectores de la población ante la crisis del régimen. Si bien una parte de la clase media se rebeló contra el sistema, otra permaneció callada, temerosa de que la inestabilidad política quebrara definitivamente una prosperidad económica que ya estaba en peligro. Además, salir a la calle en los centros industriales y urbanos resultaba relativamente fácil, pues había «masa crítica» para la protesta. Sin embargo, la soledad del campo dejaba a la intemperie a todos aquellos descontentos que habitaban el mundo rural. Desorganizados, aislados y minoritarios, quienes querían clamar por la libertad más allá de las grandes ciudades no tenían infraestructura y apoyos cercanos para levantar la voz contra Franco.

			Con todo, la dictadura se encontraba asediada y cada vez más aislada. Ese era el diagnóstico político de la España de 1975. Estados Unidos y Europa occidental no apoyarán al régimen en su agonía. Es más, dejarán que sus contradicciones lo desmantelen desde dentro. Pero no siempre fue así, porque después del inicial aislamiento que sufre Franco tras la derrota de Hitler y Mussolini, la dictadura tomó resuello internacional gracias a los pactos de 1953, firmados con Estados Unidos y el Vaticano. El primero permitió cierta recuperación económica; el segundo facilitó un apoyo simbólico que pronto se traduciría en «deshielo diplomático» que permitiría a la dictadura ir integrándose, progresivamente, en organizaciones internacionales como la ONU. La propaganda interior iba convirtiendo a Franco en «centinela de Occidente», y a España, en su «reserva espiritual».



OEBPS/image/Cubierta.jpg
Alfonso Pinilla Garcia

LA TRANSICION EN ESPANA
ESPANA EN TRANSICION

Historia reciente de nuestra democracia

Alianza editorial





OEBPS/font/TradeGothicLTStd-Extended.otf


OEBPS/image/LOGO_NUEVO_ALIANZA.jpg
Alianza editorial





OEBPS/image/foto_5319161.jpg





OEBPS/image/foto_5319164.jpg





